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RESUMEN: El presente trabajo trata algunos de los problemas interpretativos que han sur-
gido en la aplicación de los protocolos contra la violencia, el acoso y la discriminación entre 
estudiantes en las universidades chilenas debidos, principalmente, a la tensión entre una 
comprensión garantista y bienestarista de los procedimientos disciplinarios y las propuestas 
feministas de protección de los derechos de las víctimas. En concreto, se abordarán los pro-
blemas de certeza a la hora de definir y delimitar estas conductas; el consentimiento en los 
casos de violencia sexual; el ámbito competencial de estos protocolos a hechos acaecidos fuera 
de las instalaciones universitarias o del contexto de actividades académicas; y las garantías 
procesales y el estándar probatorio aplicables a estos procedimientos disciplinarios.
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ABSTRACT: The present study addresses the central problems in legal interpretation of Chi-
lean universities’ policies and procedures on violence, harassment, and discrimination among 
students, due to the tension between the welfarist understanding of disciplinary procedures 
and feminist proposals for protecting victims’ rights. It analyzes the void-for-vagueness is-
sues in defining and determining the conducts of violence, harassment, and discrimination; 
consent in sexual relationships; the scope of the university’s jurisdiction off-campus; and due 
process guarantees and evidence standard relevant to these policies and procedures. 
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I. INTRODUCCIÓN

La promulgación de los protocolos contra el acoso, violencia y discriminación en las 
universidades (en lo sucesivo, PAVD) ha supuesto un cambio estructural en la manera de 
tratar esta problemática, no solo respecto de los procedimientos disciplinarios y del diseño 
institucional, sino también en cuanto a las prácticas de la comunidad universitaria. En con-
creto, en el diseño y aplicación de estos protocolos se puede apreciar una tensión entre la 
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comprensión clásica y, en especial, en sus aspectos garantistas y resocializadores2 de los pro-
cedimientos disciplinarios y aquellas propuestas feministas de protección de los derechos de 
las víctimas de corte punitivistas.

Esta tensión se ha centrado en el terreno de las garantías procesales y el estándar de 
prueba, el principio de proporcionalidad y, primordialmente, en cuestiones de competen-
cia. Pero también se han presentado conflictos a la hora de incorporar nuevas formas o 
propuestas de control social, como es el caso paradigmático de la justicia restaurativa. Así y, 
debido a los problemas de asimetría que se presentan entre la víctima y el victimario en los 
casos de violencia de género, parte de las propuestas feministas ha planteado la limitación 
e, incluso, la prohibición de aplicar los acuerdos reparatorios3.

En todo caso, debemos recalcar que no en todas las propuestas feministas se plantean 
las mismas tensiones y de la misma intensidad con una visión garantista y bienestarista de 
los medios de control social. 

Una reconstrucción de las teorías feministas que puede resultar provechosa para este 
estudio es la que se ha centrado en el reconocimiento de los derechos de las víctimas en 
materia penal, ya que estos protocolos comparten gran parte de las finalidades del derecho 
penal y se plantean, como veremos, las mismas tensiones y conflictos4: retribuir o coaccio-
nar psicológicamente a la ciudadanía o al concreto infractor versus garantizar sus derechos 
y ofrecer alternativas al infractor, a la víctima y a la sociedad en su conjunto para, de esta 
forma, superar los conflictos sociales que subyacen a la comisión de un delito o un ilícito5. 
Si bien en otro estudio he desarrollado esta reconstrucción, entiendo que, a efectos de una 
mejor compresión de este trabajo, resulta necesario reproducir sus aspectos más relevantes. 

Sin duda, una de las principales novedades de los PAVD tiene relación con aquellas 
medidas que tienen como finalidad garantizar y reconocer los derechos de las víctimas. Es-
tas se han convertido en los últimos tiempos en un actor principal en los medios de control 
social. A través de su organización y de una creciente atención por parte de los medios de 
comunicación, han conseguido llamar la atención de diferentes poderes e instituciones pú-

2  La referencia al garantismo y bienestarismo resulta para parte de la doctrina redundante, ya que las posicio-
nes socialdemócratas sobre el castigo y la sanción entienden que el garantismo constituye un aspecto necesa-
rio, pero no suficiente de esta última posición política criminal o sancionadora. Véase, en el derecho penal, 
Ripollés (2005) pp. 1-37. No obstante, en este trabajo se hace referencia ambos aspectos con la finalidad de 
recalcar que esta tensión con parte de las propuestas feministas se produce tanto respecto de las garantías como 
de las medidas resocializadoras. Respecto de las propuestas feministas con una visión más cercana al garantis-
mo y bienestarismo penal, denominadas como feminismo no punitivista o crítico, véanse: Roach (1999) pp. 
671-716; Abadía (2020) pp. 105-118: Gruber (2020) pp. 170-207. Entre sus propuestas podemos destacar: 
la prevención primaria en la educación y la familia; la justicia restaurativa como los acuerdos reparatorios; la 
protección de las víctimas; la resocialización del delincuente o infractor como una de las formas de prevención 
de la violencia machista más eficaces y, a la vez, respetuosa con los derechos humanos; y el denominado comu-
nitarismo no punitivista que, en el caso de las universidades, supone la participación de todos sus estamentos en 
la prevención de este tipo de conductas.
3  Véase una posición crítica en: Villacampa (2020) pp. 47-75.
4  No obstante, en la doctrina administrativa chilena existe, en la actualidad, una interesante discusión sobre 
la autonomía del derecho sancionador y disciplinario respecto del derecho penal. Véase, entre otros, Letelier 
(2017) pp. 622-689.
5  Bustos y Hormazábal (2004) pp. 64-87.
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blicas, lo que, a la vez, ha derivado en una de las principales manifestaciones de la juridifi-
cación de los nuevos procesos de inclusión.

El reconocimiento de los derechos de las víctimas puede incluirse tanto en el modelo 
de seguridad ciudadana o punitivista, como en el modelo bienestarista o no punitivista, 
asociado este último, principalmente, a la justicia restaurativa. 

El modelo punitivista –heredero de una visión retributiva, preventiva (general y 
especial negativa) o expresiva de la pena– propone, como mecanismo de reconocimiento 
de los derechos de las víctimas, un mayor rigorismo penal, la inclusión de ciertos derechos 
procesales a favor de las víctimas y una restricción de los derechos y garantías penales del 
acusado o condenado. Así, el sistema penal opera como un juego de suma cero, en el que 
cualquier ganancia de la víctima debe ser a expensas del acusado6. A la vez, se cuestiona la 
visión liberal a favor de la no punibilidad de conductas consideradas libremente consenti-
das, como la prostitución o la pornografía. Incluso, se muestra contraria a ciertas formas de 
justicia distributiva, como ocurre en nuestro caso con los acuerdos reparatorios7. 

También puede utilizar técnicas populistas, como son las movilizaciones sociales fun-
damentadas en casos trágicos (sobre) divulgados por los medios de comunicación, creando 
una insatisfacción continua de las víctimas y de la sociedad en general. No obstante, el 
populismo penal y, en concreto, el de corte feminista no debe ser visto, en todo caso, como 
un fenómeno, al menos en un primer momento, socialmente negativo8. En este sentido, la 
inclusión de protocolos de prevención y sanción de la violencia en las universidades se debe 
en gran parte a la repercusión mediática que tuvieron las protestas estudiantiles de 2018. 
Ahora, si bien este populismo de corte bienestarista ayuda a la consecución de un interés 
socialmente positivo, legitima la lógica de proponer soluciones sencillas, normalmente des-
proporcionadas, a un problema complejo.

Esta visión punitivista se ha reproducido también en los casos de acoso, violencia 
y discriminación (en lo sucesivo, AVD) en las universidades, situación que genera ciertas 
contradicciones valorativas. Así no resulta infrecuente que asociaciones estudiantiles que 
denuncian la vulneración de principios penales, como el de proporcionalidad de las penas, 
o de garantías como, por ejemplo, el de presunción de inocencia respecto de la aplicación 
de la legislación antiterrorista a los miembros de la comunidad mapuche o de los delitos 
cometidos en el contexto de las propuestas estudiantiles, adopten, por el contrario, postu-
ras punitivistas y de intolerancia respecto del acoso sexual en los campus universitarios. Sin 
duda, los grupos de presión relacionados con el feminismo han logrado la inclusión de una 
serie de medidas contra hechos que, hasta tiempos recientes, eran tolerados e invisibilizados 
por el Estado y la comunidad, pero si las penas o sanciones se aplican no en función de la 
entidad de la conducta y la culpabilidad, sino principalmente en relación con quién sea 
la víctima o el victimario o como medio para la consecución de una agenda política, éstas 
pueden derivar en prácticas discriminatorias y desproporcionadas. En este sentido, debe te-
nerse presente que parte de la denominada victimología positivista y algunos movimientos 

6  Loader (2008) p. 3.
7  Art. 19 de la Ley 20.066 sobre Violencia Intrafamiliar.
8  Véase, en general, Laclau (2016).
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feministas comparten la crítica al modelo bienestarista clásico por centrar sus medidas y 
políticas públicas en la resocialización del delincuente o infractor9. 

Por el contrario, el modelo no punitivista de reconocimiento de los derechos de las 
víctimas trata de minimizar los efectos indeseados de la violencia con medidas centradas 
en la resocialización y la justicia restaurativa10. Así, esta forma de reconocimiento de dere-
chos se centra en una serie de políticas destinadas a proteger a las víctimas más vulnerables, 
donde la familia y la comunidad desempeñan un papel fundamental. Asimismo, comparte 
con el garantismo tanto la necesidad de limitar el poder punitivo o sancionador, así como 
un escepticismo respecto a la utilidad de la pena11. Ahora bien, este modelo no punitivista 
no implica el rechazo de cualquier medida penal o, en nuestro caso, disciplinaria. Sin duda, 
la victimología ha visibilizado en la violencia machista un plus en el desvalor del hecho o 
lesión del bien jurídico protegido que, hasta tiempos recientes, no era considerado por el 
derecho positivo. En este sentido, ha puesto de manifiesto que no es lo mismo matar a una 
mujer o pareja que hacerlo tras haber ocasionado a esta de manera sistemática todo tipo de 
vejaciones, maltratos, violencias psicológicas, etc.

En todo caso, esta reconstrucción no debe llevarnos a concluir que los procedimien-
tos disciplinarios universitarios establecidos con anterioridad a la aparición de los PAVD, 
algunos de ellos aprobados durante la dictadura militar, constituyen instrumentos de con-
trol social garantistas; ni tampoco a calificar con carácter general todos los PAVD como 
punitivistas. 

El presente trabajo abordará algunos de los problemas interpretativos que han sur-
gido como consecuencia de esta tensión entre una visión punitivista y bienestarista de los 
PAVD. En primer lugar, los términos “acoso sexual” y “violencia sexual” constituyen, en la 
actualidad, casos paradigmáticos de producción social de un “significante vacío”, situación 
que ha incidido en su indeterminación normativa. En segundo lugar, algunos grupos de 
casos paradigmáticos conocidos por los PAVD plantean una tensión con las concepciones 
clásicas del consentimiento, en especial, respecto de las relaciones sexuales. En tercer lugar, 
varios PAVD han ampliado expresamente su ámbito de competencia a casos que se pro-
ducen más allá de las instalaciones universitarias y del contexto de actividades académicas, 
generando un conflicto institucional con los tribunales de justicia y otros organismos del 
Estado. En cuarto y último lugar, se ha unido a la problemática sobre las garantías procesa-
les y el estándar probatorio entre el derecho penal y el derecho disciplinario las propuestas 
feministas que proponen un modelo menos garantista y un menor estándar probatorio en 
los casos de AVD.

Se formula como hipótesis ante esta problemática una serie de propuestas interpre-
tativas y reformas de los protocolos PAVD y la legislación vigente, fundamentadas en una 
ponderación entre los principios valorativos e institucionales en conflicto: la adecuada pro-
tección a las víctimas y los límites del poder disciplinario de la universidades y la resociali-
zación del infractor como una manifestación del derecho a la educación. 

9  Véase en extenso, Davies (2017) pp. 12-40, 82-90.
10  Roach (1999) pp. 673 y 669.
11  Roach (1999) pp. 670.
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Respecto de la doctrina citada, se prestará especial atención a la literatura estadou-
nidense, puesto que ha sido en este país donde se han desarrollado y discutido con mayor 
profusión estos instrumentos. Por último, se realizará una breve referencia a los preceptos 
de la Ley Nº 21.369 de 15 de septiembre de 2021, que Regula el Acoso Sexual, la Violen-
cia y la Discriminación de Género en el Ámbito de la Educación, relacionados con estos 
problemas interpretativos. 

II. INDETERMINACIÓN NORMATIVA Y HEGEMONÍA

Los PAVD regulan fenómenos sociales en los que no existe, al menos por el momen-
to, claridad sobre qué conductas resultan sancionables, a pesar de que la práctica totalidad 
de los protocolos contienen normas definitorias. Así, el acoso, la discriminación y la violen-
cia constituyen fenómenos en los que no existe una suficiente certeza tanto por parte de sus 
destinatarios como respecto de sus aplicadores. A lo anterior, se añade la dificultad de que, 
en muchos casos concretos, se superponen conductas de acoso, violencia o discriminación. 
Por último, las definiciones contempladas en los PAVD, especialmente, las de acoso y dis-
criminación, contienen conceptos indeterminados y cláusulas abiertas12. 

Los problemas de certeza de una disposición normativa suelen tener cuatro tipos de 
explicaciones. La primera, cuando ha existido un defecto en la descripción de la norma; la 
segunda, cuando la indeterminación de la norma refleja un conflicto externo entre derechos 
fundamentales o entre un derecho fundamental y la protección de un bien jurídico; la ter-
cera, cuando existe un conflicto interno entre los principios que informan el mandato de 
certeza y, en especial, entre la claridad y la precisión13; y la cuarta, cuando la realidad que 
pretende regularse resulta especialmente confusa tanto para los destinatarios como para los 
aplicadores de la norma14. 

Una de las explicaciones sobre esta confusión se encuentra en lo que Laclau denomi-
na una producción social de un “significante vacío”15. Así, junto con los casos de significan-
tes equívocos o ambiguos que concurren a la hora de delimitar conceptualmente términos 
como “acoso” o “violencia sexual”, la lucha política contra la violencia machista ha sido un 
factor determinante para “vaciarlos” de significado, especialmente, del otorgado por el dere-
cho y los juristas. 

12  Véanse, a modo de ejemplo, el Art. 2 del Reglamento de la Universidad Austral de Chile o el Art 3 del 
Reglamento de la Universidad Arturo Prat.
13  Una regulación más precisa no supone siempre una mayor claridad. Así, por ejemplo, las remisiones norma-
tivas que realiza el Art. 2 del Reglamento de la Universidad Austral de Chile a la Ley 20.609 contra la dis-
criminación, resultan más precisas, pero a la vez le restan claridad. Entendemos que lo prioritario es vincular de 
forma efectiva a los jueces al imperio de la ley (precisión) y asegurar su aplicación igualitaria (concreción) frente 
a la obligación de informar a los ciudadanos. Navarro (2013) p. 56.
14  Navarro (2013) pp. 48.
15  Laclau (1996) pp. 68 y 85. Hemos tomado como referencia la obra de Laclau, ya que ha sido uno de los 
autores postmarxistas más influyentes en el pensamiento crítico latinoamericano relacionado con el populismo. 
Su propuesta sobre hegemonía y significantes vacíos ha sido inspirada por diversos autores y nociones, entre 
quienes resaltan la propuesta sobre la hegemonía de Gramsci, el post-estructuralismo de Derrida, el simbolismo 
de Lacan y los juegos del lenguaje de Wittgenstein. Salinas (2011) p. 169. 
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La reciente conciencia social sobre la especial vulnerabilidad de las mujeres junto 
con una cultura crítica y de transformación social en el seno de las universidades chilenas 
han contribuido a que toda actividad o conducta que denote, en alguna medida, un me-
noscabo a los derechos de las mujeres sea vista como equivalentes en su confrontación con 
el régimen patriarcal16. Así, los términos “acoso sexual” y “violencia sexual” no poseen un 
denominador común positivo, sino uno de carácter negativo: su oposición a un enemigo 
común. En cierta medida, han asumido la función de representar la lucha del movimiento 
feminista. 

Incluso, podríamos afirmar que se ha arrogado en parte el papel de representar el 
movimiento postmarxista. El vacío ideológico acaecido tras la caída del muro de Berlín, es 
decir, el fin de un concepto universal (el Proletariado) abrió una lucha por la hegemonía 
del denominado discurso emancipador. El feminismo constituye un ejemplo paradigmático 
de una nueva democracia, en el que los movimientos sociales compiten entre sí por la gene-
ración de significantes vacíos17.

Al menos, una parte importante del movimiento feminista ha sido criticada en el 
sentido de que una aproximación meramente cultural de los fenómenos sociales ha deriva-
do en una visión fragmentaria, identitaria y particularista de la sociedad18. A mayor abun-
damiento, el posestructuralismo ha sido conceptuado como un movimiento o teoría que no 
permite o dificulta la posibilidad de ofrecer explicaciones sistemáticas y soluciones objetivas 
y universales de la sociedad19.

Con independencia de las críticas antes mencionadas, en el ámbito penal y, por 
tanto, siempre susceptibles de ser trasladadas al ámbito disciplinario, las diferentes percep-
ciones sobre el femicidio y la denominada criminalización de los pueblos originarios consti-
tuyen ejemplos paradigmáticos de una política criminal fragmentaria, identitaria y particu-
larista. Así, se hace difícil de explicar por qué el presidio perpetuo calificado en el caso del 
femicidio es una pena racional y, en cambio, en el homicidio terrorista constituye una pena 
inhumana y especialmente desproporcionada.

En el ámbito relacionado con el PAVD, el caso paradigmático de esta situación es la 
percepción que tiene parte de la comunidad universitaria entre el acoso y algunas manifes-
taciones de las denominadas “funas” contra los propios acosadores o, lo que es más grave 
aún, supuestos acosadores20. Aquí, el discurso emancipador feminista entra en conflicto 
directo con una concepción general y universal del acoso.

16  Un ejemplo de esta situación se puede ver con claridad en el movimiento #Me Too, en que se denunció, 
principalmente, a través de las redes sociales casos de violencia y acoso sexual contra las mujeres silenciados 
durante mucho tiempo por las estructuras del patriarcado. Así, estas denuncias se caracterizaron por su hete-
rogeneidad, pero todas catalogadas como formas de violencia. La razón se debe, tanto de un punto de vista 
descriptivo como normativo, a la necesidad de incluir el punto de vista de las víctimas a la hora de interpretar 
estos hechos y darles prioridad sobre la idea masculina de disponibilidad de las mujeres. Véase una justificación 
de esta idea en: Jaramillo (2020) pp. 215-218.
17  Laclau (1996) pp. 68 y 85. 
18  Esta situación ha provocado una división en el seno de las aproximaciones teóricas de izquierda. Véase, un 
estudio critico en: Butler (2000) pp. 109-121.
19  En un sentido crítico, Butler (2000) p. 110.
20  Véase en Chile: Schmeisser (2019) pp. 25-39.
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Además, la conceptualización de estas diferentes particularidades atendiendo a tér-
minos como el género, la identidad de género o grupos desaventajados, entre otros, afecta 
a la claridad, entendida esta como la posibilidad del conocimiento efectivo de la norma por 
parte de sus destinatarios21. Ahora bien, en principio, la inclusión de estos particularismos 
puede otorgar una mayor precisión, es decir, una mayor seguridad jurídica en sentido obje-
tivo que permita una mayor certeza a los aplicadores de los PAVD. Así, por ejemplo, el aco-
so sexual resulta más preciso que el acoso en general. No obstante, esta precisión solo opera 
respecto a los destinatarios de la norma y no sobre las conductas subsumibles, que es donde 
se presentan los principales problemas de certeza. Pero, además, este tipo de definiciones 
afecta a la concreción, entendida como la suficiente individualización de las normas que, 
paradójicamente, permite una aplicación no igualitaria de estas, es decir, sanciona o castiga 
de la misma manera conductas con un distinto desvalor. Como puede apreciarse, se plantea 
un conflicto entre las diferentes manifestaciones o dimensiones del mandato de certeza que, 
de acuerdo con Navarro, debe primarse la consecución de una mayor precisión y concre-
ción, aunque suponga una menor claridad por parte de los destinatarios primarios de estos 
reglamentos disciplinarios22. 

La reciente Ley Nº 21.369 que Regula el Acoso Sexual, la Violencia y la Discrimi-
nación de Género en el Ámbito de la Educación Superior, refleja esta indeterminación 
generada, entre otras razones, por una política identitaria y fragmentaria. Veamos la norma 
conceptual que establece esta ley.

“Artículo 2°, inc. 2°: El acoso sexual es contrario a la dignidad de las personas, su 
libertad, integridad personal y la igualdad de derechos y prohibición de discrimina-
ción arbitraria.
“Constituye acoso sexual cualquier acción o conducta de naturaleza o connotación 
sexual, sea verbal, no verbal, física, presencial, virtual o telemática, no deseada o no 
consentida por la persona que la recibe, que atente contra la dignidad de una perso-
na, la igualdad de derechos, su libertad o integridad física, sexual, psíquica, emocio-
nal, o que cree un entorno intimidatorio, hostil o humillante, o que pueda amena-
zar, perjudicar o incidir en sus oportunidades, condiciones materiales o rendimiento 
laboral o académico, con independencia de si tal comportamiento o situación es 
aislado o reiterado”.

Esta disposición merece dos comentarios. En primer lugar, en el título de la ley se di-
ferencia, de acuerdo con las ciencias jurídicas y sociales, entre acoso, violencia y discrimina-
ción, pero en el Art. 2° solo se define la primera conducta de una forma en la que pareciese 
que se incluyen las otras dos. Esta definición extremadamente amplia, además de generar 
una norma menos precisa, difumina las diferencias valorativas entre acoso, violencia y dis-
criminación, situación que puede derivar en sanciones desproporcionadas por parte de los 
organismos encargados de aplicar los PAVD. En segundo lugar, el título de la ley hace solo 

21  Véase, un caso paradigmático en el Art. 3 del Reglamento de la Universidad Arturo Prat.
22  Navarro (2010) pp. 45-56.
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referencia al acoso, la violencia y la discriminación de género. Si bien, se puede concluir 
sin demasiada dificultad que otros tipos de acosos, violencias o discriminaciones distintas a 
las de género se encuentran sancionadas por esta ley, ya que el Art. 2 citado no discrimina 
el contexto donde se produce la conducta, sin duda y desde una perspectiva performativa, 
este título va a incidir a que las universidades se centren en prevenir y sancionar este tipo 
de conductas y que la comunidad entienda que solo los relacionados con el género son los 
sancionados por estos reglamentos internos.

Como conclusión, el vaciamiento o difuminación de significado de los términos 
“acoso sexual” y “violencia sexual” por parte del discurso hegemónico feminista ha contri-
buido a su indeterminación. No obstante, llegados a este punto, debemos recordar que los 
términos acoso, discriminación y violencia son estructuralmente inciertos debido a la com-
plejidad de estos fenómenos sociales que los PAVD pretenden regular y, por lo tanto y con 
independencia de este proceso de politización debe aceptarse una mayor indeterminación 
en la redacción de estos. Esto significa que la falta de precisión y claridad en las normas 
conceptuales relacionadas con el acoso y la violencia sexual no siempre se debe a un defecto 
en la descripción de estas. Así, a la hora de regularlos se plantea un conflicto entre derechos 
fundamentales o entre un derecho fundamental y la protección de un bien o interés. En 
este último caso, los órganos reguladores de las universidades, conscientes o no, consideran 
que la mejor manera de resolver estos problemas de certeza es que los aplicadores de los 
PAVD vayan precisando el contenido normativo de las disposiciones normativas a través de 
sus resoluciones.

Continuando con la transformación de los conceptos de acoso, violencia y discrimi-
nación como significantes vacíos, esta situación ha incidido, sin duda, en los destinatarios 
de los reglamentos, pero la cuestión que queda por dilucidar es si también ha afectado o 
debería afectar a sus aplicadores, en el sentido de ampliar los casos que se puedan consi-
derar como acoso en el ámbito universitario23. Aquí, se debe distinguir entre los casos de 
sobreinclusión, que lo que se pretende es ampliar de manera indiscriminada el ámbito de 
aplicación del acoso o la violencia sexual, y los casos visibilizados por el feminismo merece-
dores de algún tipo de medida disciplinaria24.

23  Un caso claro de abusos sexuales (“tocamientos en la entrepierna de la víctima sin su consentimiento”) fue 
calificada por Comisión para la Prevención, Investigación y Sanción de Actos de Acoso, Hostigamiento, Violen-
cia y Discriminación Arbitraria de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso como un supuesto de acoso 
sexual. Alcaino con Universidad Católica de Valparaíso (2020).
24  Un caso interesante en el que la inclusión de una concepción particularista del acoso generó un caso de in-
determinación normativa, lo encontramos en el fallo de la Octava Sala de la Corte de Apelaciones de Santiago 
que conoció de un recurso de protección contra una resolución disciplinaria de la Universidad Santo Tomás. 
Esta calificó como un acto de acoso sexual el envío reiterado de unos mails con “propuestas de contenido se-
xual” a un profesor (director de carrera) de parte de una estudiante, “adjuntando algunas fotografías en ropa 
interior, cuestión que se habría repetido en una oportunidad en el año 2016”. El hecho fue calificado como una 
falta grave con la concurrencia de una circunstancia atenuante, y la sanción aplicada fue la suspensión de toda 
actividad académica por el lapso de un semestre académico. El epígrafe 3.1.1. del Manual de Buen Trato de la 
citada universidad establece: “El acoso sexual es una manifestación de violencia de género y expresa la desigual-
dad de poder y el abuso hacia quien es considerado de menor valor o sujeto de dominación por parte de otro. 
Puede darse en el marco de relaciones jerárquicas, entre pares y entre personas del mismo o distinto sexo, entre 
conocidas/os o desconocidas/os, y entre quienes tienen o no un vínculo amoroso; tanto en las dependencias de 
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Una manera de minimizar estos problemas de certeza estructural, además de con-
templar y mejorar las normas definitorias establecidas en los PAVD, es incluir una resolu-
ción especial de no admisibilidad de la denuncia con la finalidad de abordar supuestos que 
no constituyen acoso, violencia o discriminación, pero que el hecho denunciado puede 
afectar a la convivencia o que su reiteración pueda derivar en algunas de estas conductas. 
Así, por ejemplo, el Reglamento de la Universidad Austral de Chile (Art. 13 b) contempla 
la posibilidad que, en el caso de que existan dudas sobre si una determinada conducta pue-
da encuadrarse en algunos de los tipos de AVD, de no admitir la denuncia e implantar una 
medida de acción. Este sería el caso, por ejemplo, de una broma o chiste aislado de carácter 
machista realizado en las redes sociales.

Pero, en el caso de que surgiera esta falta de certeza en el marco de las conductas san-
cionadas como acoso, violencia o discriminación, aquí debe operar el principio in dubio pro 
reo en su dimensión interpretativa. Así, por ejemplo, en el caso de que existan dudas sobre si 
un determinado hecho constituye un ilícito de acoso o de violencia, deberá calificarse como 
el primero de ellos. De esta manera, se puede ponderar de manera adecuada el conflicto en-
tre el principio de seguridad jurídica y el fin o interés de prevenir conductas de ADV.

Otra medida para afrontar los problemas de certeza estructural consiste en impartir 
regularmente cursos de inducción, formación y difusión que pongan en conocimiento de la 
comunidad universitaria no solo las conductas o grupos de casos paradigmáticos de AVD, 
sino también aquéllos que resultan dudosos o que no pueden calificarse como tales.

Por último, queda por dilucidar, desde una perspectiva política, este proceso de 
conversión de los términos acoso y violencia en significantes vacíos apropiados por los mo-
vimientos emancipadores. Una forma de afrontarlo es recuperar los discursos garantistas y 
bienestaristas en la configuración y aplicación de los medios de control social o, al menos, 
visibilizar las contradicciones, limitaciones y vulneraciones a los derechos y garantías fun-
damentales que conlleva toda producción social de un significante vacío.

III. EL CONSENTIMIENTO EN LAS RELACIONES SEXUALES

La falta de consentimiento en las relaciones sexuales se ha asociado normalmente al 
uso de fuerza física, intimidación o amenaza de sufrir un daño grave propio o a terceros; y a 
la falta de capacidad para consentir, sea permanente (minoría de edad o enajenación) o cir-
cunstancial (privación de sentido o aprovechamiento de una situación concreta de incapa-

la institución como fuera de ella, independientemente de la circunstancia u ocasión en que estas conductas se 
realicen (Unidad de Equidad de Género, Mineduc, 2016). // El acoso sexual constituye un agravio a la intimi-
dad y dignidad de la víctima, y al mismo tiempo restringe su libertad de decisión. Puede expresarse en mani-
festaciones no verbales presenciales o en manifestaciones verbales presenciales; extorsiones, amenazas u ofreci-
mientos, manifestaciones por medios digitales o físicas u otras más graves tales como la obligación a presenciar 
exhibicionismo y/o abuso sexual (…)”. Como puede apreciarse en las partes señaladas en negrita, se produce en 
esta norma conceptual una tensión entre una visión estructural del acoso fundamentada en las relaciones de po-
der con un enfoque más liberal asentada en la afección de los bienes jurídicos (intimidad, dignidad y libertad), 
situación que genera una indeterminación normativa y que constituyó uno de los fundamentos del recurso de 
protección. La Corte de Apelaciones se inclinó por esta última compresión. Barría con Universidad Santo To-
más (2019) C. 5°. Véase un comentario de la citada sentencia en: Fernández (2021) p. 161-176.
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cidad). Junto a estos, se encuentran los casos de consentimiento viciado, como ocurre con 
las modalidades comisivas del estupro (Art. 363 CP). 

No obstante, se discute en la actualidad si deberían incluirse otros supuestos. Por 
una parte, tenemos los casos de coerción verbal indirecta como, por ejemplo, la amenaza de 
finalizar una relación personal o, en general, expresiones o actitudes que generen una pre-
sión con el fin de realizar una actividad sexual25; y por otra, los casos en que ha existido un 
previo consentimiento para iniciar una relación social o íntima, pero este no se ha actuali-
zado en el momento de llevar a cabo un concreto acto sexual.

Así y respecto a este último supuesto, el ámbito universitario constituye uno de los 
contextos en los que con mayor frecuencia las víctimas de violencia sexual no denuncian 
sus experiencias como un posible delito o infracción y los agresores justifican sus conductas 
con el fundamento de la concurrencia de un consentimiento previo de la víctima. La doc-
trina ha señalado varias razones por las que, con carácter general, una víctima no denuncia 
una agresión o acoso sexual, entre las que destacan el sentimiento de vergüenza o culpa por 
haber cometido un hecho indebido o inmoral, el miedo a ser criticados o sancionados por 
medios de control social informales, la falta de expectativas ante las instituciones encarga-
das de prevenir y sancionar este tipo de conductas, los costes del proceso penal o discipli-
nario (tiempo, dinero, revictimización, etc.), una falta de comprensión jurídica del hecho 
cometido y la relación previa con el agresor. En cuanto a la falta de compresión del hecho 
cometido, este suele darse debido a la percepción compartida de que las agresiones sexuales 
no concurren cuando ha existido un acto previo de consentimiento o no ha concurrido una 
violencia física de relevancia. Respecto de la relación previa con el agresor, suele concurrir 
cuando la víctima, a pesar de comprender la desvaloración normativa del hecho, decide no 
denunciarlo debido a la previa relación de amistad o sentimental con el agresor26.

Así, en los casos paradigmáticos de agresiones sexuales en el contexto universita-
rio como son el previo consentimiento para ir juntos a una fiesta universitaria; besarse o 
compartir un mismo lecho, por ejemplo, en una residencia universitaria o departamento o 
cabaña arrendada por estudiantes; el consumo de alcohol y drogas en estas fiestas u hogares 
universitarios; y una relación previa con otro estudiante son, con frecuencia no denuncia-
dos por las razones anteriormente expuestas. De esta suerte, se puede dar un sentimiento de 
vergüenza por haber hecho algo inmoral, de miedo de ser criticado por sus compañeros y 
compañeras o de culpabilidad por haber ingerido previamente alcohol o drogas o consentir 
una relación sexual; entender o comprender que un consentimiento previo para iniciar una 
relación sexual incluye también otro tipo de relaciones como la felación o la penetración; 
creer que la denuncia ante las autoridades universitarias no va a tener una respuesta satis-

25  En un sentido similar, Mellins y otros (2017) p. 6.
26  Pitts y Schwartz (1993): p. 1. Así, el estudio sobre la victimización de las mujeres ocasionada por delitos 
sexuales en las universidades estadounidenses (The National College Women Sexual Victimization Study) ha co-
rroborado, entre otras cuestiones, que un número importante de víctimas no define el hecho como una agresión 
sexual y que la práctica totalidad de los agresores eran conocidos. Fisher y otros (2010) p.15, 17 y 18. Si bien, 
no existen estudios empíricos en Chile sobre criminalidad y acoso sexual no detectados en las universidades, mi 
experiencia como miembro de la Comisión para la Intervención en situaciones de Acoso, Violencia y Discrimi-
nación de la Universidad Austral de Chile, confirma estas conclusiones. 
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factoria; y, finalmente, una suerte de perdón por una agresión cometida por un amigo o 
compañero. Esto ha llevado a una disminución de las tasas de denuncia y a una revictimi-
zación que se produce, principalmente, por el hecho de tener que compartir con el agresor 
las aulas y demás espacios universitarios y por la ausencia de unas adecuadas medidas de 
protección y sanción por parte de las autoridades universitarias.

Así, en el caso estadounidense, ya a mediados de los años ochenta del siglo pasado, los 
estudios feministas pusieron en evidencia que los casos de violaciones en los campus o con-
textos universitarios resultan mucho más comunes que los recogidos por las estadísticas ofi-
ciales. Contra la creencia compartida por las autoridades universitarias de que las agresiones 
sexuales ocurrían normalmente entre extraños y con el uso de violencia extrema, estos estu-
dios pusieron en evidencia el alto porcentaje de criminalidad sexual no detectada27. A lo an-
terior, debemos añadir que, en no pocas ocasiones, los hombres eluden peguntar o ratificar 
el consentimiento para, de esta manera, evitar un posible rechazo por parte de la víctima28.

Ante esta situación, cobra especial relevancia el denominado consentimiento afirma-
tivo, entendido como una autorización expresa, clara y revocable de ambas partes a la hora 
de llevar a cabo una relación sexual. En este sentido, varias universidades estadounidenses 
han incorporado esta forma de consentimiento en sus protocolos29.

Normalmente, en la determinación del consentimiento sexual a la hora de aplicar los 
PAVD, se tiende a equipararlo al establecido en el derecho penal30. Este concepto restricti-
vo de consentimiento puede justificarse de acuerdo con el principio de mínima interven-
ción31, pero nada obsta para que, en el caso del derecho disciplinario, pueda extenderse a 
otras formas como los casos de ausencia de consentimiento activo y, en especial, aquellos en 
los que el consumo de drogas o alcohol ha producido una privación parcial del sentido32.

Ahora bien, la inclusión de este tipo de consentimiento no debe entenderse como 
una restricción absoluta a la posibilidad de que concurra un error (de tipo) sobre la con-
formidad de la víctima. Tampoco debe entenderse probada la falta de consentimiento por 
la mera manifestación de la víctima o que, a partir de una visión paternalista, se elimine la 
capacidad de agencia de la “supuesta víctima”. Esto supondría, como manifiesta Abadía, 
“desestructurar todo el anclaje teórico que sustentan la teoría del delito y de la responsabili-
dad penal”33.

27  Pitts y Schwartz (1993): p. 1.
28  Jozkowski y Viersma (2015) p. 20.
29  Johnson y Hoover (2015) p. 3; Laurie M. y otras (2017) pp. 243-258.
30  Anderson (2016) pp. 1945-1946.
31  No obstante, en el derecho penal comparado se viene produciendo un cambio de tendencia. Peramato 
(2020) pp. 5-12. 
32  Respecto de las universidades estadounidenses: Langton y Sinozich (2014) p. 8. El problema que se presen-
ta con cierta frecuencia es que la relación sexual se inicia con consentimiento, pero, en un cierto punto, se torna 
no consentida y unido al consumo de alcohol y otro tipo de drogas se vuelve extremadamente difícil determinar 
con exactitud ese preciso momento. Beaver, (2017) pp. 261 y 262.
33  Abadía (2020) p. 108. Además, como manifiesta la autora, la inferencia de que una relación estructural (la 
asimetría de poder entre los hombres y mujeres en las relaciones laborales) no puede sustentar por sí sola que 
esta asimetría ocurre en todos los casos, ni mucho menos que pueda presumirse la falta de consentimiento. 
Abadía (2020) p. 108
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A lo anterior debe tenerse presente que, si decidimos incluir una regla referida al 
consentimiento activo en la aplicación de los protocolos, no debemos caer en la tentación 
de equipararlo valorativamente a los casos en que concurre violencia, intimidación o priva-
ción total de la razón. En otras palabras, estos casos deben considerarse de menor gravedad.

Como conclusión, resultaría de especial ayuda que los protocolos contemplen una 
norma conceptual sobre el consentimiento, que incluyera la modalidad activa y los casos de 
coerción verbal indirecta34. Incluso, y debido a la relevancia e intereses y derechos en juego, 
la Ley 21.36 debería haber establecido algunos lineamientos sobre el consentimiento en las 
relaciones sexuales.

IV. COMPETENCIA TERRITORIAL: LA UNIVERSIDAD COMO ACTOR 
SOCIAL CONTRA LA VIOLENCIA, EL ACOSO Y LA DISCRIMINACIÓN

La aplicación de los PAVD ha generado un interesante debate en los tribunales de 
justicia chilenos a la hora de delimitar su competencia territorial. En concreto, se discute 
si estos protocolos pueden aplicarse a aquellos supuestos de AVD que ocurren fuera de las 
instalaciones universitarias o del contexto de actividades académicas.

Así, podemos diferenciar los siguientes grupos de casos:

1. AVD dentro de las instalaciones de la Universidad, por ejemplo, una agresión en 
un aula de clases.
2. AVD fuera de las instalaciones de la universidad en el contexto de una actividad 
académica, por ejemplo, una violación con ocasión de unas clases prácticas de estu-
diantes de ingeniería forestal en un bosque.
3. AVD fuera de las instalaciones de la universidad en el contexto de una actividad 
extraacadémica organizada o financiada por alguna institución de la universidad, 
por ejemplo, un abuso sexual con ocasión de una fiesta financiada por un centro de 
estudiantes con recursos de la universidad.
4.  AVD fuera de las instalaciones de la universidad en el contexto de una actividad 
extraacadémica organizada o financiada informalmente por estudiantes universi-
tarios, por ejemplo, un abuso sexual en una cabaña arrendada por estudiantes con 
ocasión de una fiesta informal universitaria.
5. AVD fuera de las instalaciones de la universidad y del contexto de actividades 
extraacadémicas formales e informales, en los que sus efectos sobre las víctimas se 
reproducen en la universidad, por ejemplo, un caso de violencia intrafamiliar en el 
que, con posterioridad, la víctima y victimario ingresan a la misma carrera y curso 
académico.
6. AVD fuera de las instalaciones de la universidad, en el que no existe ninguna rela-
ción académica entre estudiantes, no se ha realizado en el contexto de actividades ex-

34  Véase en Estados Unidos: Graham y otros (2017) pp. 249-253. Incluso, el Gobierno Federal ha desarrollado 
una página web destinada a facilitar y asesorar a las universidades en la regulación y ejecución de estos proto-
colos, en el que se incluye una guía específica sobre el consentimiento en las relaciones sexuales. Véase: http://
changingourcampus.org/
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traacadémicas formales ni informales y no se deriva ningún efecto en la universidad, 
por ejemplo, un caso de violencia intrafamiliar en el que victimario cumplió la san-
ción o pena impuesta y no ha infringido ninguna medida de protección por el tribu-
nal y con posterioridad ingresa a la misma universidad, pero en una distinta sede. 

Podemos encontrar varias reglas de competencia en los protocolos de las universida-
des chilenas35.

1. Protocolos que incluyen hechos dentro y fuera de sus dependencias sin añadir 
ningún requisito adicional36.
2. Protocolos que incluyen solo conductas acaecidas dentro de sus instalaciones o en 
otros lugares destinados a la realización de actividades académicas37.
3. Protocolos que solo requieren una relación subjetiva o personal de carácter univer-
sitario entre las partes involucradas38.
4. Protocolos que requieren otros requisitos en los casos de AVD realizados fuera de 
las instalaciones universitarias o del contexto de actividades académicas. Así, pode-
mos mencionar los siguientes:

a) Criterios de carácter funcional con las actividades universitarias como, por 
ejemplo, “actividades que realice la Universidad u organice la Federación de Estu-
diantes, los centros de alumnos y, en general, toda organización vinculada direc-
tamente con la Universidad”39.
b) Que el hecho provoque problemas de convivencia en la universidad40. 
c) Actividades académicas y sociales (fiestas, paseos, graduaciones, etc.) desarro-
lladas o patrocinadas por la universidad41.

35  En el derecho estadounidense, se ha determinado con criterios geográficos y urbanísticos. La concretización 
de estos criterios no ha estado exenta de problemas. Véase, The Handbook for Campus Safety and Security Re-
porting (2016) pp. 1-27. 
36  Universidad de O’Higgins, Resolución Exenta Nº 742 de 2018, Art. 1; Universidad de Santiago de Chile, Re-
solución Exenta, Nº 1287 de 2017, Art. 5; y Universidad de Tarapacá, Resolución Exenta Nº 884 de 2018, Art. 1.
37  Esta parece ser la posición de la Universidad de los Lagos. Decreto Universitario Nº 1769 de 30 de 2018, 
Arts. 2 y 3.
38  Universidad Arturo Prat, Decreto Exento Nº 550 de 2018, Art. 1., e); Universidad de la Serena, Decreto 
Exento, Nº 253 de 2018, Art. 2; Universidad Tecnológica Metropolitana, Art. 1 de la Resolución Exenta 2089 
de 2018. Incluso, encontramos reglamentos disciplinarios de carácter general que solo requiere que el infractor 
sea miembro de la comunidad académica. Véase, Universidad Metropolitana, Resolución Exenta Nº 03406 de 
11 de diciembre Art. 1. En Proboste con Universidad Metropolitana (2020), se consideró que esta regla de 
competencia no resultaba arbitraria y no excedía de su autonomía universitaria (C. 9°).
39  Pontificia Universidad Católica de Chile de 2017, Protocolos I, II y IV.
40  Universidad Alberto Hurtado, Compromiso de 2018, pp. 6 y 7: Universidad de Valparaíso de 2018, Art. 
3. En el derecho estadounidense, véase una regla similar de competencia en: https://www.washington.edu/stu-
dentconduct/jurisdiction/.
41  Universidad Diego Portales, Resolución de Rectoría Nº 33/2017 de 2017, Art. 8). La universidad de Maga-
llanes amplía el ámbito de aplicación a las actividades no académicas auspiciadas o patrocinadas por ésta, inclu-
yendo un listado a modo de ejemplo. Resolución Nº 135/2018, Título III. La Universidad de Chile incluye los 
casos acaecidos fuera de sus instalaciones. Art. 1, Decreto Exento, Nº 1817 de 10 de enero de 2017.
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d) Criterios cualitativos, como es el caso del Reglamento UACH, que acude a la 
gravedad del hecho y a la especial necesidad de protección de la víctima (Art. 1).

5. Protocolos que hacen referencia expresa a las vías telemáticas o virtuales42.

En especial, los grupos de casos del núm. 4 han sido los que han generado mayores 
reparos por parte de los tribunales de justicia, al cuestionarse si las universidades exceden 
de sus competencias en materia disciplinaria. A lo anterior, podemos apreciar de la lectura 
de la variopinta tipología de reglas de competencia un claro peligro de aplicación no igua-
litaria de la ley. Esta situación se resolvería en parte con una regulación estatal de mínimos, 
en el que se delimitara la competencia territorial de los PAVD. Esta ha sido la opción de la 
Ley 21.369 que comentaremos con posterioridad.

Pasando ya a los casos judicializados, podemos destacar tres fallos de la Corte Suprema.
El primero, a propósito del Reglamento Universidad Austral de Chile, ha establecido 

una suerte de interpretación orientada a la Constitución de esta regla especial de compe-
tencia. Así, sostiene que “los tribunales de justicia han reconocido con carácter general, 
de acuerdo con la letra a) del artículo 2º de la Ley Nº 21.091 sobre Educación Superior, 
la autonomía de las universidades para regular mediante su regulación interna este tipo 
de actividades, siempre que esta potestad disciplinaria se oriente a sus fines y proyectos 
institucionales”43. A partir de esta consideración de tipo funcionalista, la Corte Suprema 
ha establecido una interpretación restrictiva de la regla excepcional de competencia del ci-
tado reglamento. Así, mantiene que no basta la mera “circunstancia de estar involucrados 
en los hechos personas relacionadas con la universidad por algún vínculo docente o funcio-
nario o de otra naturaleza análoga44, porque, precisamente, las potestades que derivan de la 
autonomía universitaria se extienden, como lo dispone la norma transcrita, hasta donde al-
cancen sus fines y proyectos institucionales”45. Así, la Corte Suprema entiende que esta vin-
culación funcional se circunscribe exclusivamente al “contexto de actividades académicas”. 

42  Así, la Universidad de Antofagasta aplica su protocolo a hechos acontecidos fuera de sus instalaciones, pero 
“dentro del contexto propio de las actividades universitarias”. Sin embargo, se aplica también a los produci-
dos a través de “medios virtuales contextualizados en el marco de relaciones personales (…). Decreto Exento 
Nº 1531, de 13 de diciembre de 2018, Art. 3.2. La Universidad Católica de Valparaíso contempla la misma 
regla de competencia territorial. Decreto Supremo Nº 572/2018, Art.4. 
43  Negrita nuestra.
44  Esta afirmación no resulta correcta, ya que el Reglamento de la Universidad Austral de Chile requiere, ade-
más de la vinculación personal, la concurrencia que el hecho sea de considerable gravedad y de una especial 
necesidad de protección de la víctima (Art.2).
45  Rivera con Universidad Austral (2019), C. 7°. La Corte Suprema concluye que la aplicación de esta regla 
excepcional de competencia sobrepasa “los márgenes académicos, por hechos propios de la competencia común 
de los tribunales establecidos por la ley, con lo cual la recurrida se ha constituido, desde este ángulo, en una 
comisión especial, como quiera que carece de origen legal” (Cons. 11°). Véase en el mismo sentido Gimpel con 
Universidad Austral (2019), C.7°; Cereceda con Universidad Austral (2019), C. 7°; Acuña con Universidad 
Austral (2020), C. 4°; Alcaino con Universidad Católica de Valparaíso (2020), C. 9° a 14°. No obstante, la 
Corte de Apelaciones de Santiago consideró que la Universidad Santo Tomás, que contempla expresamente la 
posibilidad de aplicar su reglamento AVD a hechos acaecidos fuera de las instalaciones de la universidad y del 
contexto de las actividades académicas, tenía la competencia para conocer un supuesto hecho de acoso sexual de 
una estudiante a un profesor a través de la remisión a este de correos electrónicos de connotación sexual, justifi-
cando su decisión en la consecución del “bien común y del desarrollo del país” como fines institucionales de las 
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Una interpretación alternativa es entender que existen otras conexiones funcionales 
más allá de las estrictamente académicas. Efectivamente, las universidades no tienen como 
única función institucional las diferentes manifestaciones de la actividad académica, sino 
que, como actores sociales, persiguen otras funciones como es, precisamente, prevenir y 
sancionar conductas de AVD en las que, de alguna manera, estas se vean involucradas. En 
el caso de la Universidad Austral de Chile, esta cuenta con una “Política de Prevención y 
Sanción del Acoso, la Violencia y Discriminación en la Comunidad Universitaria” que, 
expresamente, declara como contrarios a los principios y valores de la Corporación “todo 
fenómeno de acoso, violencia y discriminación, incluidos los que ocurren en el marco de 
relaciones de pareja”46. Incluso, se puede entender que la prevención y sanción de estas 
conductas constituyen un presupuesto para que las universidades puedan llevar a cabo sus 
tareas académicas. Así, resulta difícil que, por ejemplo, una víctima de un caso de AVD en 
el contexto de una relación de pareja con otro estudiante o de una actividad lúdica, pueda 
desarrollar sus actividades académicas de manera adecuada si debe convivir con el agresor 
en las instalaciones universitarias47. En otras palabras, estas reglas de competencia garanti-
zan, en último término, una igualdad material en la educación48.

Con posterioridad, la Corte Suprema conoció de una resolución disciplinaria, en la 
que se expulsó a un estudiante de medicina por haber difundido videos en una red social, 
profiriendo expresiones ofensivas referidas al peso corporal y amenazas respecto de personas 
naturales ajenas a la universidad. La Corte Suprema, tras señalar que la reglamentación de 
la universidad establece para determinar su competencia territorial no solo un criterio obje-
tivo (el espacio físico o instalaciones universitarias) sino también uno subjetivo (la calidad 
de ser alumno regular)49, entiende que la universidad en este caso se encuentra habilitada 
para aplicar su reglamentación interna a conductas que van más allá de las meras relaciones 
académicas. De esta manera, expresiones relacionadas con las condiciones de salud y rasgos 
de identidad “no resultan aceptables respecto de un estudiante que se está preparando en 
una disciplina que tiene por objetivo asistir en el restablecimiento de la salud de las perso-
nas (…)50”.

universidades (Art. 2 a) Ley 20.091)” (subrayado nuestro). Ahora bien, este caso puede entenderse, de acuerdo 
con el razonamiento de la Universidad Santo Tomás, como cometido dentro de las instalaciones universitarias, ya 
que los mensajes se remitieron al correo institucional del profesor. Barría con Universidad Santo Tomás (2020), 
C. 2° y 3°. En el caso de unos abusos sexuales acaecidos en un domicilio privado en el contexto de una fiesta uni-
versitaria, y a pesar de que en el recurso de protección no se cuestionó la competencia territorial, la universidad 
de Concepción entendió que esta conducta “constituye un atentado a la convivencia universitaria y una trans-
gresión a los principios éticos que deben regir el comportamiento de los estudiantes, siendo además contraria al 
respeto y promoción de los derechos humanos”. Burgos con Universidad de Concepción (2020).
46  Decreto Nº 76 de 2015, p. 4.
47  En este sentido resulta interesante el fallo de la Corte de Apelaciones de la Serena, en la que se indica que, si 
bien la mayoría de las conductas sancionadas (violencia sicológica en el ámbito de pareja) sucedieron fuera de 
las instalaciones de la universidad, los efectos que estas producen en la víctima afectan en su desempeño acadé-
mico. Órdenes con Universidad Católica del Norte (2020), C. 9°. 
48  Chmielewski (2013) pp. 165-167.
49  Figueroa con Universidad Autónoma (2020), C. 6°.
50  Figueroa con Universidad Autónoma (2020), C. 9°.
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Por último, la Corte Suprema confirmó un fallo de la Corte de Apelaciones de San-
tiago, en el que se sancionó una agresión sexual acaecida en una actividad social de carácter 
privado que tenía por objetivo evaluar la gestión realizada por un centro de estudiantes51.

Como conclusión, podemos afirmar que, si bien existe una línea jurisprudencial afian-
zada con Rivera con Universidad Austral de Chile, encontramos otros fallos más recientes de la 
Corte Suprema y Cortes de Apelaciones que reconocen reglas de competencia territorial más 
amplias que las circunscritas a las instalaciones universitarias y al contexto académico.

La reciente Ley 21.369 de acoso, violencia y discriminación en los recintos univer-
sitarios se hace cargo de los problemas de competencia de los PAVD. No obstante, como 
veremos, no zanja satisfactoriamente esta cuestión. Los incisos 3° y 4° del Art. 2 establecen: 

“Para los efectos de esta ley, quedan comprendidos todos aquellos comportamientos 
o situaciones que sean realizados o que tengan como destinatarias a personas que 
cursen programas de pre y posgrado, desarrollen funciones de docencia, adminis-
tración, investigación o cualquier otra función relacionada con las instituciones de 
educación superior.
“La potestad de las instituciones de educación superior de investigar y sancionar de 
conformidad con esta ley se extenderá a los hechos o situaciones que se enmarquen 
en actividades organizadas o desarrolladas por instituciones de educación superior o 
por personas vinculadas a ellas de conformidad con el inciso anterior, ocurran o no 
en espacios académicos o de investigación, especialmente si tales hechos o situacio-
nes afectan el buen desenvolvimiento de los fines y propósitos de dichas institucio-
nes de educación superior”52.

Sin duda, la determinación de la competencia constituye uno de los aspectos más re-
levantes de los PAVD –ya que la mayoría de los casos se producen fuera de las instalaciones 
universitarias y que, como hemos visto, tenemos varias líneas jurisprudenciales–. Por estas 
razones, el establecimiento de una norma sobre el ámbito de aplicación resulta positiva y 
conveniente a efectos de una mayor seguridad jurídica, igualdad y efectiva protección de 
los derechos fundamentales.

Del tenor literal del precepto podemos afirmar que esta ley permite que una uni-
versidad intervenga en casos de AVD acaecidos fuera de las instalaciones universitarias y 
del contexto de actividades académicas. No obstante, esta norma no resuelve uno de los 
problemas clave abordados por los tribunales de justicia: no delimita cuáles son los fines o 
propósitos que una universidad debe o puede perseguir a efectos de prevenir y sancionar el 

51  Prado con Universidad Católica de Chile (2020). Tanto la Corte Suprema como la Corte de Apelaciones 
de Santiago no entraron a dilucidar si la universidad tenía competencia territorial para conocer este caso, a pe-
sar de que fue aducido por la recurrente, pero sí afirmó que un hecho que puede ser constitutivo de delito no 
impide que pueda ser sancionado disciplinariamente. Prado con Universidad Católica de Chile (2019), C. 
2°, 6° y 7°. No obstante, en el caso del fallo de la Corte Suprema debe destacarse el voto en contra en el que se 
reproduce los fundamentos de Rivera con Universidad Austral (2019).
52  Subrayado mío. Este precepto toma como referencia la jurisprudencia desarrollada en Rivera con Universi-
dad Austral (2019).
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AVD. Esto supone que esta cuestión queda de nuevo a criterio de las universidades y, en 
último término, de los tribunales de justicia. Así, se puede producir tanto un caso de infra-
inclusión como suprainclusión. Se puede mantener la jurisprudencia de Rivera con Univer-
sidad Austral de Chile, a saber, que los fines institucionales se circunscriban exclusivamente 
a los académicos53 o, por el contrario, que los PAVD se apliquen a supuestos en que la 
relación universitaria es meramente circunstancial, por entenderse que uno de los fines ins-
titucionales es, como expresa el Art. 1 de la Ley 21.369, “erradicar el acoso sexual”. Así, en 
el ejemplo del grupo de casos Nº 6 señalado con anterioridad se podría aplicar una medida 
de protección que impidiera al estudiante sancionado por un caso de violencia intrafamiliar 
permanecer en los espacios comunes de la universidad.

V. DEBIDO PROCESO Y ESTÁNDAR PROBATORIO

El sistema de garantías y el estándar probatorio aplicables a estos protocolos consti-
tuyen dos de los aspectos más problemáticos, tanto desde un punto de vista teórico como 
práctico. Así, y debido al hecho de que, en muchos casos, los PAVD contemplan conductas 
tipificadas penalmente, se plantea la cuestión de si deben contener el mismo sistema de 
garantías y estándar probatorio. En todo caso, debemos partir por la constatación de que la 
práctica totalidad de los PAVD contienen menos garantías y, en cuanto al estándar proba-
torio, estos guardan silencio54.

Las razones de este modelo menos garantista podemos resumirlas en las siguientes: 
los intereses y derechos comprometidos son menores que los afectados en el proceso penal; 
los costes institucionales asociados a la implementación de un sistema de garantías más 
riguroso; los costes sociales derivados de una política universitaria que no prevenga o san-
cione adecuadamente estas conductas; y, en especial, los efectos perniciosos para la víctima 
que conlleva la aplicación de ciertas garantías establecidas en el derecho penal55.

No obstante, los PAVD no contemplan una garantía reconocida en el proceso penal 
y que ha sido problematizada en el derecho estadounidense56: el principio de contradicción 
a la hora de examinar a los testigos y partes en el proceso. La inclusión de esta garantía en 
los PAVD presenta un conflicto entre la necesidad de asegurar tanto la veracidad de las de-

53  Esta interpretación restrictiva resulta posible si entendemos “espacios académicos y de investigación” como 
las instalaciones físicas, es decir, los protocolos se podrán a casos acaecidos fuera de estas instalaciones, siempre 
y cuando afecten al “contexto de actividades académicas”.
54  The Handbook for Campus Safety and Security Reporting –un documento elaborado por el Departamento de 
Educación estadounidense que tiene como objeto el asesoramiento a los establecimientos educacionales esta-
dounidenses a la hora de redactar, aplicar y actualizar sus PAVD–, entiende que, de acuerdo con la legislación 
vigente, deberán asegurarse las siguientes garantías: unos plazos razonables de investigación y resolución; un 
acceso igualitario y transparente de ambas partes al proceso, en el que debe incluirse mecanismos informales de 
inicio del procedimiento; el establecimiento de mecanismos que eviten los conflictos de intereses o preferencia, 
prejuicios o sesgos a favor o en contra de alguna de las partes; y el aseguramiento a ambas partes de la asistencia 
de terceras personas que defiendan sus intereses.
55  Triplett (2012) p. 512-517.
56  Otras garantías que no se contemplan en los PAVD son la de inmediación del órgano decisor y, en especial, 
la prescripción. También, algunos protocolos no incluyen una segunda instancia.

1-RChD 49-1-Fernandez.indd   17 13-05-22   18:31



18  
Revista Chilena de Derecho, vol. 49 Nº 1, pp. 1 - 25 [2022]

Fernández Cruz,  José Ángel  “Los protocolos universitarios contra el acoso, la violencia y la discriminación: …”

claraciones de víctima y testigos como de evitar un falso testimonio o acusación, y proteger 
a la víctima de una de las pruebas más traumáticas y revictimizantes57. En asuntos relacio-
nados con la violencia sexual y, por tanto, en gran parte de los casos de AVD en las univer-
sidades, Triplett pone en evidencia que la credibilidad de la víctima constituye un aspecto 
probatorio fundamental, ya que, normalmente, solo se cuenta con el testimonio de esta y, 
por tanto, constituye la única o principal evidencia de culpabilidad o inocencia58.

Una solución intermedia a este conflicto es la inclusión de una contra examina-
ción indirecta como, por ejemplo, permitir a los estudiantes denunciados que remitan un 
cuestionario a las víctimas a través de los órganos aplicadores59. De esta manera, podría 
asegurase el derecho a contraargumentar el testimonio de las partes o testigos y mitigar la 
revictimización60.

El estándar probatorio constituye un elemento fundamental a la hora de determinar 
la responsabilidad por un hecho de AVD61. Como hemos mencionado, los protocolos chi-
lenos no especifican el estándar probatorio aplicable. Esto supone que los órganos deciso-
rios deben determinarlo.

En el derecho y doctrina estadounidense, se ha descartado el estándar penal para 
determinar el sustrato fáctico de la responsabilidad disciplinaria universitaria por AVD. 
Frente a este rígido estándar, se exige uno sensiblemente inferior, conforme al cual resulta 
suficiente que la existencia del hecho denunciado se encuentre corroborada en mayor grado 
por las pruebas disponibles que su negación. Se trata del denominado estándar de prepon-
derancia de la prueba o de balance de probabilidades y es el que típicamente se aplica en 
litigios civiles62. Debido a los derechos involucrados en los procesos disciplinarios de AVD 
(una restricción parcial o total al derecho a la educación o restricción leve a la libertad) res-
pecto a los afectados en un proceso penal (una restricción grave de la libertad ambulatoria) 
se justificaría la aplicación de un estándar probatorio menos exigente63.

57  Harper y otros (2017) p. 309. Respecto de los delitos contra la libertad sexual, véase Triplett (2012) 
pp. 520-522
58  Triplett (2012) pp. 513-514.
59  Harper y otros (2017) p. 308; Tiplett (2012) p. 521 y jurisprudencia citada en nn. 195-197.
60  Para parte de la doctrina, un protocolo sin que exista una contra examinación de las partes o testigos no 
cumpliría con los estándares del debido proceso en el derecho disciplinario. Harper y otros (2017) p. 310. Los 
protocolos estadounidenses, en general, aseguran el principio de inmediación del órgano que debe imponer la 
sanción disciplinaria y la posibilidad de contra examinación de las partes y testigos. No obstante, el Title IX de 
1972 obliga que los protocolos establezcan mecanismos de protección de interrogatorios humillantes, aunque 
este resguardo ha sido criticado porque puede afectar al derecho de defensa. Por todos, Harper y otros (2017) 
p. 309. También encontramos sentencias que requieren que los protocolos recojan el derecho de contra exami-
nación. Otros fallos establecen que debe tenerse en cuenta si la credibilidad de la víctima o testigo resulta deter-
minante en la valoración de la prueba o la gravedad de los hechos. Véase la jurisprudencia citada en Harper y 
otros (2017) p. 313-315. 
61  Villasenor (2016) p. 223.
62  En todo caso, el estándar probatorio no debe entenderse exclusivamente desde un punto de vista cuantitati-
vo que, en el caso del estándar preponderante, supondría la necesidad de producir más prueba, sino que debe 
centrarse en generar un estado de convicción sobre un supuesto fáctico, situación que puede acontecer con un 
menor número de pruebas, pero de mejor calidad. Redmayne (1999) p. 168.
63  Chmielewski (2013) pp. 149-150. Sobre este estándar de prueba y sus diversas formulaciones, véase: 
Redmayne (1999) pp. 167-195
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El establecimiento del estándar de prueba preponderante tiene, además, una justifi-
cación de corte victimológica: incentiva a las víctimas a denunciar ante las autoridades aca-
démicas un hecho de AVD64. La exigencia de un estándar penal supondría una barrera más 
que tienen estas y, en especial, las mujeres a la hora de denunciar este tipo de conductas65.

En un primer momento, la mayoría de las universidades estadounidenses, de manera 
voluntaria, adoptaron el estándar de la preponderancia probatoria, pero con posterioridad y 
de acuerdo con los requerimientos del Departamento de Educación, este constituye, a prio-
ri, el exigido para este tipo de sanciones. Debe tenerse presente, que este es el estándar que 
venía utilizándose con anterioridad en los procedimientos disciplinarios universitarios66.

La principal crítica de este sistema de garantías y estándar probatorio menos exigente 
se centra en el hecho de que pueda aumentarse considerablemente los casos de falsos san-
cionados67. A lo anterior, debemos tener presente la falta de medios y personal capacitado 
para investigar y valorar la prueba en los casos de violencia sexual en las universidades.

Una solución a la hora de resolver esta cuestión es aplicar distintos estándares pro-
batorios en atención a los derechos involucrados en cada caso concreto68. Así, cuando la 
sanción aplicable constituya la expulsión del centro universitario, los órganos aplicadores 
deberían utilizar un estándar más restrictivo, ya que supone una restricción grave al dere-
cho a la educación69. En este sentido, parte de la jurisprudencia estadounidense, ha exigido 
un estándar probatorio entre el preponderante y el penal (The clear and convincing evidence 
standard), ya que el interés afectado (una limitación grave al derecho de educación) se ase-
meja más a los supuestos que contempla este estándar como, por ejemplo, el internamiento 
de un enfermo mental en un centro psiquiátrico o la pérdida de la patria potestad por parte 
de uno de los progenitores70.

64  Chmielewski (2013) pp. 148.
65  Chmielewski (2013) pp. 149-150.
66  Chmielewski (2013) p. 150, n. 34.
67  Un acusado (inocente) tiene cinco veces más posibilidades de ser incorrectamente sancionado cuando se le 
aplica un estándar de preponderancia probatoria que cuando se le aplica uno más allá de toda duda razonable. 
Villasenor (2016) pp. 223-237.
68  Al menos desde un punto de vista teórico resulta posible adoptar en el derecho penal varios estándares pro-
batorios. Ferrer (2007) p. 2.
69  Así, podría aplicarse el estándar intermedio. No obstante, este estándar probatorio, a caballo entre los an-
teriores, es quizá el más difícil de concretar. Los tribunales han venido variando su contenido y requisitos, con 
expresiones, en cierta manera, performativas como, por ejemplo, que el “hecho haya acaecido con una alta pro-
babilidad”. Véase en profundidad, Chmielewski (2013) p. 150, n. 31.
70  Así, esta ha sido la propuesta de parte de la doctrina estadounidense. En el mismo sentido, la Corte Suprema 
ha aplicado ese estándar en los casos en que una libertad fundamental resulta imposibilitada. Véase la doctrina 
y jurisprudencia en: Weizel (2012) pp. 1618 y 1647. No obstante, la autora citada se muestra en contra de 
aplicar este estándar probatorio, entre otra razones, por entender que, de acuerdo con la propia jurisprudencia 
de la Corte Suprema, los intereses afectados por una expulsión de un estudiante (su reputación y el derecho a 
continuar sus estudios superiores) no revisten la cualidad de fundamentales; por los costes económicos, huma-
nos de implementación y, especial, los denominados costes de judicialización de los PAVD; y por la necesidad 
de flexibilidad a la hora de responder a un variado elenco de posibles conductas sancionables. Weizel (2012) 
pp. 1613 y 1655.
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También, en los casos de expulsión, una medida que, de manera indirecta, obliga a 
aplicar un estándar de prueba más restrictivo consiste en exigir la unanimidad de los inte-
grantes de las comisiones encargadas de aplicar los PAVD71.

Lo que debe evitarse, en todo caso, es un estándar probatorio que solo tome como 
referencia la mera declaración de la víctima sin una serie de resguardos que aseguren su cre-
dibilidad72 o, por el contrario, se aplique de manera automática el estándar penal73.

La Ley 21.369 de Acoso, Violencia y Discriminación en los Recintos Universitarios 
en su Art. 6° a) hace referencia con carácter general al debido proceso y al principio de pro-
porcionalidad. Además, incluye expresamente una “prohibición de revictimización”. Lo pri-
mero que tenemos que señalar es que esta ley debería haber realizado una referencia al es-
tándar probatorio, ya que constituye el aspecto central en los casos más graves de AVD. En 
segundo lugar, debería haberse concretado qué reglas o principios del debido proceso deben 
aplicarse en los PAVD. En tercer lugar, este texto normativo omite cualquier referencia a 
la resocialización del infractor y si lo unimos a la inclusión de términos como “erradicar el 
acoso sexual”, podemos concluir que esta ley se acerca a una compresión securitaria y pu-
nitivista del AVD. En cuarto y último lugar, si nos tomamos en serio la prohibición de re-
victimización que contempla esta ley, los PAVD deberán suprimir o limitar de manera muy 
intensa las garantías del investigado y la instrucción de los procedimientos. Obviamente, 
la consideración de la revictimización no puede considerarse como una regla (de todo o 
nada), sino como un principio que necesariamente entra en conflicto con otros como los de 
oficialidad en la investigación y de defensa. Por tanto, lo que obliga esta ley es a una pon-
deración que permita optimizarlos.

VI. A MODO DE CONCLUSIÓN

Este estudio ha propuesto una serie de reformas, prácticas interpretativas y medidas 
con la finalidad de armonizar las propuestas feministas relacionadas con los PAVD con una 
visión garantista y bienestarista del derecho. También este estudio ha puesto en evidencia 
que estos procedimientos disciplinarios no se encuentran sometidos a los mismos princi-
pios y garantías que los establecidos en el derecho penal o, en su defecto, estos no deben 
aplicarse con la misma intensidad.

Así, en primer lugar, a la hora de afrontar los problemas (estructurales) de certeza o 
indeterminación resulta necesario contar con un elenco variado de sanciones para resolver 
los casos de penumbra y con programas de difusión y formación que pongan en conoci-
miento de la comunidad universitaria las conductas o grupos de casos paradigmáticos de 
AVD. En segundo lugar, resulta necesario ampliar los casos de falta de consentimiento 

71  En este sentido, Carnevali y Castillo proponen que, en materia penal, si el voto disidente concluye de mane-
ra motivada la existencia de una duda razonable deberá declararse la absolución. Carnevali y Castillo (2011), 
pp. 77-118.
72  En este sentido, puede servir como punto de partida, los criterios establecidos en el proceso penal para deter-
minar la credibilidad del testimonio. Véase, por ejemplo, Huerta y otros (2019).
73  Varias universidades estadounidenses aplicaron de hecho un estándar probatorio mayor del establecido for-
malmente en ellos. Tenerowicz (2001) p. 688.
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relacionados con la violencia sexual. En tercer lugar, los actuales fines institucionales de las 
universidades justifican que el ámbito de aplicación de sus PAVD se amplíe a casos de AVD 
acontecidos más allá de sus instalaciones y del contexto académico. En cuarto y último lu-
gar, uno de los principales retos en el diseño y aplicación de los PAVD consiste en desarro-
llar una serie de reglas que ponderen de manera adecuada las garantías del debido proceso 
con los derechos de las víctimas. En este sentido, debe aplicarse un estándar probatorio 
menos exigente que el establecido en el proceso penal.

Pero a la vez, resulta necesario que el movimiento feminista y la teoría de género 
se hagan cargo con mayor profundidad y detenimiento de las tensiones que se producen 
con el garantismo y el bienestarismo a la hora de afrontar el acoso, la violencia y la discri-
minación en las universidades y, de esta manera, contribuyan a evitar o mitigar medidas 
desproporcionadas, sesgadas y alejadas de los principios del daño y de resocialización. En 
este sentido, resulta imprescindible que el garantismo y el bienestarismo constituyan los 
discursos hegemónicos a la hora de afrontar el AVD en las universidades, no solo por ra-
zones de principio, sino también porque es la mejor manera de legitimar los PAVD en las 
comunidades universitarias.
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